
 

  
 
 
 
HONORABLE ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
 
A la Comisión de Puntos Constitucionales se turnó, para estudio y dictamen, la 

Minuta proyecto de Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 4o. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, remitida por la 

Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión. 
 
Al efecto, quienes integramos la Comisión de referencia, en ejercicio de las 

facultades conferidas a este órgano congresional por los artículos 58 fracción XLIV 

de la Constitución Política del Estado, 36, 43 párrafo 1 incisos e), f), y g), 44, 45, 

46 párrafo 1, 87, 88 párrafo 1, 93 inciso c) y 95 párrafos 1, 2, 3 y 4 de la Ley sobre 

la Organización y Funcionamiento Internos del Congreso del Estado, procedimos 

al estudio de la Minuta referida, por lo que tenemos a bien presentar el siguiente: 

 
D I C T A M E N  

 
I. Competencia 
 

Como punto de partida es preciso dejar asentado que es competencia de este 

Honorable Congreso del Estado, conocer de la reforma que a la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos pretende efectuarse, acorde al sistema 

que nuestro derecho constitucional previene y que la propia Carta Magna 

establece en su artículo 135, en el que se precisa que, para que las 

modificaciones lleguen a ser parte de la Constitución General de la República, se 

requiere que el Congreso de la Unión, por el voto de las dos terceras partes de los 

individuos presentes, las acuerden, y que dichas reformas sean aprobadas por la 

mayoría de las Legislaturas de los Estados. 
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En concordancia con la disposición constitucional que antecede, con base en lo 

dispuesto en el artículo 58 fracción XLIV, de la Constitución Política del Estado, es 

atribución de esta Legislatura concurrir al proceso de reformas de la Constitución 

General de la República como parte del Constituyente Permanente. 

 

En ese tenor, una vez efectuada la etapa procedimental previa, con la aprobación 

de las Cámaras Legislativas que integran el Honorable Congreso de la Unión, 

corresponde a esta Honorable Representación Popular determinar su posición en 

relación a la adición constitucional que nos ocupa, en el sentido de determinar si 

se considera procedente o no la misma. 

 

Es así que, con base en los fundamentos constitucionales y legales antes 

descritos, queda plenamente justificada la facultad de este Congreso para conocer 

de esta adición constitucional. 

 

II. Antecedentes del proceso legislativo 
 

La Cámara de Diputados del Congreso del Unión, recibió para estudio y análisis, 

distintas Iniciativas con proyecto de Decreto, las cuales fueron turnadas a la 

Comisión de Puntos Constitucionales para la elaboración del Dictamen 

correspondiente, describiéndose a continuación, en orden cronológico, la 

presentación de éstas: 

 

1. En sesión celebrada el jueves 7 de diciembre de 2006, la Diputada 

Gloria Lavara Mejía, integrante del Grupo Parlamentario del Partido 

Verde Ecologista de México de la LX Legislatura, presentó Iniciativa 

con proyecto de Decreto que reforma los artículos 4o. y 27 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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2.  El 12 de abril de 2007, la Diputada Aleida Alavez Ruiz, integrante del 

Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, 

presentó Iniciativa con proyecto de Decreto que reforma el artículo 4o. 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la cual 

fue turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales, para su análisis 

y dictamen correspondiente. 
 

3. El 1 de octubre de 2009, el Diputado Jaime Fernando Cárdenas 

Gracia, presentó Iniciativa con proyecto de Decreto, suscrita por el 

Diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, integrantes del 

Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, que reforma los artículos 

4o., 27, 73 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, la cual fue turnada a la Comisión de Puntos 

Constitucionales, para su análisis y dictamen correspondiente. 
 

4. El 10 de diciembre de 2009, la Diputada Claudia Edith Anaya Mota, 

integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución 

Democrática, presentó Iniciativa con proyecto de Decreto que reforma 

el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, la cual fue turnada a la Comisión de Puntos 

Constitucionales, para su análisis y dictamen correspondiente. 
 
5. En sesión celebrada el martes 2 de marzo de 2010, el Diputado Carlos 

Samuel Moreno Terán, integrante del Grupo Parlamentario del Partido 

Verde Ecologista de México de la LXI Legislatura, presentó Iniciativa 

con proyecto de Decreto que reforma el artículo 4o. de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, para reconocer el derecho 

al agua. 
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6. El 29 de abril de 2010, la Diputada Laura Arizmendi Campos, 

integrante del Grupo Parlamentario de Convergencia, presentó 

Iniciativa con proyecto de Decreto que reforma el artículo 4o. de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la cual fue 

turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales, para su análisis y 

dictamen correspondiente. 
 

7. El 29 de abril de 2010, el Diputado Emiliano Velázquez Esquivel, 

integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución 

Democrática, presentó Iniciativa con proyecto de Decreto que reforma 

el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, la cual fue turnada a la Comisión de Puntos 

Constitucionales, para su análisis y dictamen correspondiente. 
 
8. En la sesión celebrada el miércoles 19 de enero de 2011, el Diputado 

Guillermo Cueva Sada, integrante del Grupo Parlamentario del Partido 

Verde Ecologista de México de la LXI Legislatura, presentó Iniciativa 

con proyecto de Decreto que reforma el artículo 4o. de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, para reconocer el derecho 

al agua y a un medio ambiente sano. 
 
9. En sesión ordinaria celebrada en la Cámara de Diputados el día 28 de 

abril de 2011, el Pleno aprobó el Dictamen con Proyecto de Decreto 

que reforma el párrafo cuarto y se adiciona un párrafo quinto, 

recorriendo en su orden los subsecuentes, del artículo 4o. de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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10. En sesión ordinaria celebrada en el Senado de la República del día 29 

de abril de 2011, la Mesa Directiva turnó el Proyecto de Decreto 

referido, a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de 

Estudios Legislativos para su estudio, análisis y dictamen, y a la 

Comisión de Recursos Hidráulicos para que emitieran su opinión. 
 

11.  En sesión ordinaria del 29 de septiembre de 2011, se aprobó por la 

Cámara de Senadores el Proyecto de Decreto por el que se reforma el 

artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 
 

La Minuta de referencia fue recibida por este Congreso del Estado en Sesión 

Ordinaria celebrada el 5 de octubre del presente año, siendo turnada a la 

Comisión de Puntos Constitucionales para efecto de su estudio y elaboración de 

dictamen correspondiente, habiéndose reunido para tal efecto la Comisión de 

referencia el día 25 de octubre del año que cursa, fecha en que suscribimos el 

presente Dictamen. 

 
III. Objeto de la Minuta 
 

La Minuta sometida a consideración de esta LXI Legislatura propone reformar el 

párrafo cuarto y adicionar un párrafo quinto al artículo 4o. constitucional para 

establecer el derecho de toda persona a tener un medio ambiente sano para su 

desarrollo y bienestar, así como establecer responsabilidad por el daño y deterioro 

ambiental a quien lo genere. Respecto al derecho del agua pretende establecer 

que toda persona tendrá derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua 

para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y 

asequible, por lo que el Estado deberá garantizar estos derechos. 
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IV. Análisis de la Minuta 
 

En principio exponen los promoventes, que las Iniciativas enunciadas en los 

antecedentes del dictamen que nos ocupa, son coincidentes en materia de 

derecho, uso, acceso y saneamiento del agua, a fin de mejorar la utilización de la 

misma y fortalecer jurídicamente el párrafo cuarto en lo que corresponde al 

derecho al medio ambiente sano. En ese tenor, se describe a continuación el 

contenido de las mismas. 

 

Mencionan que la Iniciativa de la Diputada Aleida Alavez Ruiz, expone que el 

derecho al agua es ya una realidad en la legislación del Distrito Federal. Desde la 

II Legislatura de la Asamblea local, después de un gran esfuerzo conciliador entre 

las diversas propuestas legislativas en torno a la Ley de Aguas del Distrito 

Federal, se consensuó sobre disposiciones que no sólo atendieran las 

particularidades de los servicios hidráulicos, sino también sobre una política de 

gestión integral de los recursos hídricos, es decir, que todo el ciclo hidrológico esté 

sujeto a protección, conservación y aprovechamiento bajo los objetivos de los 

sustentabilidad. 

 

Asimismo señalan que con su Iniciativa, se atiende uno de los compromisos 

adoptados para el Decenio internacional para la acción: el agua, fuente de vida 

2005-2015, y para lo cual solicita la sensatez y sensibilidad de los legisladores. 
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Por otro lado, la Iniciativa de los Diputados Jaime Fernando Cárdenas Gracia y 

José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, exponen que resulta indispensable el 

reconocimiento a nivel constitucional del derecho al agua como derecho 

fundamental ya que el propio Estado mexicano reconoce que el agua es un bien 

estratégico, “vital, vulnerable y finito, con valor social, económico y ambiental, cuya 

preservación en cantidad y calidad y sustentabilidad es tarea fundamental del 

Estado y la sociedad, así como prioridad y asunto de seguridad nacional.”, según 

lo recoge la vigente Ley de Aguas Nacionales en su artículo 14 bis 5, fracción I. 

 

Aducen, que se pretende garantizar el derecho fundamental de acceso al agua a 

todas las personas y grupos, sin privatizar su uso y aprovechamiento y, dando 

amplia participación a la sociedad en la planeación, gestión y control de los 

recursos hídricos. Además, al ser el agua un recurso del dominio directo de la 

nación, la legislación reglamentaria de la Constitución en la materia, deberá 

establecer las competencias entre la Federación, las Entidades Federativas y los 

Municipios.  

 

Agregan que el uso social del agua debe implicar, entre otras cosas, que en la 

construcción de grandes obras hidráulicas, sobre todo de presas, se respeten los 

derechos humanos de las personas y de las comunidades, principalmente el 

derecho a la consulta y a la participación en los beneficios. Se debe entender que 

existe una interpretación básica entre el agua y el cambio climático, privilegiando 

siempre el consumo personal y el doméstico, sobre el consumo industrial y 

comercial. 
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Refieren que en la Iniciativa se define el derecho al agua como el derecho de 

todos a disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible y asequible 

para el uso personal y doméstico. Un abastecimiento adecuado de agua salubre 

es necesario para evitar la muerte por deshidratación o por enfermedades 

gastrointestinales, para reducir el riesgo de las enfermedades relacionadas con la 

falta de agua o por mala calidad de ésta y, para satisfacer las necesidades de 

consumo y cocina y las necesidades de higiene personal y doméstica. 

 

De igual manera, señalan que la Iniciativa de la Diputada Claudia Edith Anaya 

Mota, menciona que en este sentido, se hace necesario puntualizar el derecho a 

un medio ambiente adecuado para el desarrollo y bienestar que estipula la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 4o., de 

manera que se incorporen en él las características de sustentabilidad y equilibrio 

que se vinculan a la garantía efectiva de este derecho. 

 

Continúan expresando, que al ser el medio ambiente el elemento indispensable 

para la conservación de la especie humana, es necesario reconocer su carácter 

colectivo pues se trata de un bien público cuyo disfrute o daños no sólo afectan a 

una persona, sino a la comunidad en general. Por lo cual, su defensa y titularidad 

debe ser reconocida en lo individual y en lo colectivo. 

 

Así también, consideran de vital importancia que nuestra Carta Magna establezca 

el deber que tenemos de conservar el medio ambiente para las presentes y futuras 

generaciones, ya que así estaremos asumiendo un compromiso para evitar el 

daño ambiental, atendiendo al principio de solidaridad con una visión de 

sustentabilidad; al mismo tiempo, estaremos contribuyendo a garantizar la 

prevención del daño y deterioro ambiental, de manera que sea posible combatir 

con mayor eficiencia la impunidad en el país por daños ambientales. 
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Ahora bien, hacen referencia a la Iniciativa de la Diputada Laura Arizmendi 

Campos, la cual pretende responder a la inaplazable necesidad de elevar a rango 

constitucional el diseño de políticas públicas que garanticen el derecho social al 

agua y que a su vez se garantice del recurso tal como lo expresan los pactos 

internacionales suscritos y ratificados por México, estableciendo en el artículo 4o. 

constitucional del derecho humano al agua. 

 

Al respecto mencionan, que el derecho a acceder al agua es indispensable para 

vivir dignamente y debe ser suficiente y adecuado. Ese derecho entraña tanto 

libertades como derechos. Las libertades comprenden el derecho a mantener el 

acceso a un suministro de agua necesario para ejercer el derecho al agua y el 

derecho a no ser objeto de injerencias, como lo es el caso de sufrir despojos u 

obstrucciones al suministro o a la no contaminación de los recursos hídricos. Esto 

implica el derecho a un sistema de abastecimiento y gestión del agua que ofrezca 

a la población iguales oportunidades de disfrutar del agua. 

 

Asimismo manifiestan que los derechos humanos son el conjunto de prerrogativas 

inherentes a la persona, cuya realización efectiva resulta indispensable para el 

desarrollo integral del individuo. Estos derechos deben estar garantizados por el 

Estado y entre ellos el derecho a acceder al agua. 

 

Expresan, que el derecho al agua tiene como características que el 

abastecimiento del agua debe ser suficiente y adecuado a las necesidades vitales 

de cada persona; el agua debe tener una calidad adecuada para el uso personal y 

doméstico, y ser accesible en términos económicos, es decir, ser asequible para 

cualquier persona. 
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Por otro lado señalan que la Iniciativa del Diputado Emiliano Velázquez Esquivel, 

prevé que toda persona o colectividad tendrá derecho al acceso, disposición y 

saneamiento de agua para consumo humano, suficiente, salubre, aceptable y 

asequible, para lo cual el Estado garantizará este derecho y la ley definirá las 

bases, apoyos y modalidades pare el acceso y uso equitativo y sustentable de los 

recursos hídricos. 

 

Así también en la Iniciativa del Diputado Guillermo Cueva Sada, se expone que el 

derecho al agua y del ambiente sano para todos, es una precondición necesaria 

para obtener el desarraigo de la pobreza en el mundo, por lo que, el 

reconocimiento formal de éste, es un paso fundamental en la actuación del 

derecho a la vida para todos. Actualmente la sociedad mexicana padece 

problemas asociados con el suministro, drenaje y tratamiento de las aguas, es 

común que quienes tienen menos recursos pagan más por el agua potable, lo cual 

constituye un trato discriminatorio y no equitativo, por lo anterior, considera que es 

necesaria una gestión que tome en cuenta los intereses de todos los involucrados 

y favorezca su organización. 

 

Refieren los promoventes que la calidad de vida y la salud de las personas, 

incluida su supervivencia, depende del acceso al agua y el ambiente sano como 

su escenario de desarrollo, siendo éste conjunto, un recurso natural finito, su 

escasez y deterioro resulta una amenaza real para la sociedad humana. 

Reconocer el agua y la protección del medio ambiente como derecho humano y 

una política prioritaria del Estado, con una visión de largo plazo, es un paso 

fundamental para el desarrollo de las poblaciones, obedeciendo a la lógica de 

conservar la vida del individuo y su derecho al medio ambiente sano. 
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Argumentan que por ser el acceso a los servicios básicos de agua y saneamiento 

un derecho fundamental, el Estado tiene la obligación de proveer estos servicios a 

la población en general, sin discriminación alguna, no pudiendo eximirse de este 

deber bajo la justificación de falta de recursos. 

 

Finalmente expresan que por lo que hace al medio ambiente los gobiernos y la 

sociedad deben actuar en conjunto para darles uso y aprovechamiento 

sustentable, con la finalidad de mejorar la calidad de vida, a las presentes y 

futuras generaciones. 

  
V. Consideraciones finales 
 

Con base en los argumentos del análisis que antecede, los cuales constituyen el 

sustento justificativo de la opinión emitida tanto por la Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión como por la Cámara revisora, consideramos procedente la 

adición constitucional que nos ocupa, toda vez que debe reconocerse el derecho a 

un medio ambiente sano, así como de acceso al agua, los cuales deben estar 

implícitos en nuestra Carta Magna, para garantizar la efectividad de éstos 

derechos. 

 

En ese contexto señalamos que los Derechos Humanos son el conjunto de 

prerrogativas inherentes a la persona, cuya realización efectiva resulta 

indispensable para el desarrollo integral del individuo. 

 

Ahora bien, estamos consientes en la urgencia y necesidad de atender el tema 

ambiental, ya que éste brinda al ser humano el entorno ideal para su 

perfeccionamiento, además de construir el escenario para su convivencia. 
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En esa tesitura señalamos que el derecho a un medio ambiente sano como parte 

fundamental de toda persona es una tendencia reciente la cual necesita tener su 

reconocimiento constitucional y, con base en esa justificación constitucional, cada 

individuo pueda ejercer y exigir sin impedimentos el derecho a habitar en un medio 

ambiente saludable para el desarrollo de su vida. 

 

Con relación a lo anterior cabe señalar que constituye uno de los avances mas 

significativos que en materia ambiental tiene el orden jurídico nacional, cuyo 

cumplimiento de éste derecho requiere necesariamente que exista una 

responsabilidad solidaria y participativa. 

 

Por lo tanto, el hombre tiene el derecho fundamental a la libertad, la igualdad y el 

disfrute de las condiciones de vida adecuadas en un medio ambiente de calidad tal 

que le permita tener una vida digna, y tiene la solemne obligación de proteger y 

mejorar el ambiente, es por ello la relevancia de que en nuestra carta magna 

quede fundamentado no sólo el derecho a un medio ambiente adecuado para el 

desarrollo y bienestar de las personas, sino que este derecho se amplíe 

estableciendo que el Estado garantice el respeto a este derecho, imponiendo la 

responsabilidad para quien provoque daños y deterioros ambientales. 

 
Por otro lado, y con relación al recurso natural del agua, consideramos necesario 

elevar a rango constitucional el derecho humano de tener acceso a este vital 

líquido, para que deje de ser considerada como un bien económico sujeto a las 

reglas de la oferta y la demanda y pase a ser reconocido en la carta magna, 

asimismo el reconocimiento constitucional que se le otorga al agua, expresa el 

compromiso que se asume por el Congreso del Estado para el bienestar de los 

ciudadanos. 
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En torno a lo anterior, señalamos que el derecho al agua debe llevar implícito una 

serie de elementos, como es la disponibilidad, ya que el abastecimiento del agua 

debe ser continuo, suficiente y de calidad y, a su vez, debe tener la accesibilidad 

para todos dentro del territorio de un Estado, por lo tanto, el derecho al agua debe 

recibir el valor primordial que brinde la calidad de vida que merece el pueblo 

mexicano. 

 

Bajo tales premisas, el Estado tiene la obligación de respetar el ejercicio del 

derecho del agua, de manera que no debe obstaculizar el desarrollo de este 

derecho, además debe adoptar todas las medidas necesarias para garantizar el 

disfrute del referido recurso natural para todas las personas y, a su vez, la 

obligación que exige al Estado de adoptar medidas positivas que permitan a los 

particulares y a las comunidades ejercer plenamente este derecho. Asimismo es 

de suma importancia el sustento legal que se brindará a la ley en la materia, para 

que defina las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y 

sustentable de los recursos hídricos. 

 

Por todo lo anterior, resulta necesario e indispensable su reconocimiento en el 

nivel más alto de nuestro ordenamiento jurídico que es la Constitución, de 

conformidad con la obligación del Estado de adecuar la legislación nacional 

conforme al derecho internacional de los derechos humanos, en relación con el 

derecho de acceso al agua y medio ambiente sano, motivo por el cual 

consideramos procedente en todas y cada una de sus partes la adición 

constitucional que nos ocupa, por lo cual sometemos a la consideración de este 

Honorable Pleno Legislativo el presente dictamen, solicitando el apoyo decidido de 

sus integrantes para la aprobación definitiva del mismo, así como del siguiente 

proyecto de: 
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PUNTO DE ACUERDO 
 
ARTÍCULO PRIMERO. La Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del 

Estado Libre y Soberano de Tamaulipas, aprueba en todas y cada una de sus 

partes, la Minuta proyecto de Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 

4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, enviada a esta 

Representación Popular por la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de 

la Unión, para quedar como sigue: 
 

“Artículo Único. Se reforma el párrafo quinto y se adiciona un párrafo sexto 

recorriendo en su orden los subsecuentes, al artículo 4° de la Constitución Política 

de los Estado Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

 

Artículo 4°. ... 

… 

… 

… 

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y 

bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro 

ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo 

dispuesto por la ley. 

 
Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para 

consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y 

asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y 

modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos 

hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas 

y los municipios, así como la participación de la ciudadanía para la consecución de 

dichos fines. 
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... 

... 

... 

... 

… 

… 

Transitorios 

 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 

en el Diario Oficial de la Federación. 

 

Segundo. El Congreso de la Unión, contará con un plazo de 180 días para 

incorporar las disposiciones relativas al derecho a un medio ambiente sano y las 

responsabilidades por el daño y deterioro ambiental. 

 

Tercero. El Congreso de la Unión, contará con un plazo de 360 días para emitir 

una Ley General de Aguas.” 

 

ARTÍCULO SEGUNDO. Para los efectos del artículo 135 de la Constitución 

General de la República y 88 párrafos 4 y 6 de la Ley sobre la Organización y 

Funcionamiento Internos del Congreso del Estado de Tamaulipas, comuníquese el 

presente Punto de Acuerdo a las Cámaras de Senadores y de Diputados del 

Congreso de la Unión, así como a las Legislaturas de los Estados de la República, 

para los efectos constitucionales correspondientes. 
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ARTÍCULO TERCERO. Con fundamento en lo establecido en el artículo 88 

párrafo 3 de la Ley sobre la Organización y Funcionamiento Internos del Congreso 

del Estado de Tamaulipas, envíese el presente Punto de Acuerdo al Titular del 

Poder Ejecutivo Estatal, para su publicación en el Periódico Oficial del Estado. 

 

T R A N S I T O R I O 
 

ARTÍCULO ÚNICO. El presente Punto de Acuerdo inicia su vigencia a partir de su 

expedición. 
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Dado en la Sala de Comisiones del Honorable Congreso del Estado, a los veinticinco días del 

mes de octubre de dos mil once. 

 
COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES 

 
 

NOMBRE A FAVOR 
 
 

EN CONTRA ABSTENCIÓN  

DIP.  REYNALDO JAVIER GARZA ELIZONDO 
PRESIDENTE 

 
 

______________ 

 
 
  _____________ 

 
 
 ______________ 

DIP. AURELIO UVALLE GALLARDO 
SECRETARIO 
 

 
 

     
    ______________ 

 
 
 

_____________ 

 
 

 
______________ 

 
DIP. ROSA MARÍA ALVARADO MONROY 
VOCAL 

 
 
 

______________ 

 
 
 

_____________ 

 
 
 
______________ 

 
DIP. ADOLFO VÍCTOR GARCÍA JIMÉNEZ 
VOCAL 

 
 
 

______________ 

 
 
 

_____________ 

 
 
 
 ______________ 

 
DIP. JOSÉ ANTONIO MARTÍNEZ TORRES 
VOCAL 

 
 
 

______________ 

 
 
 

_____________ 

 
 
 
 ______________ 

 
DIP. LEONEL CANTÚ ROBLES 
VOCAL 

 
 
 

______________ 

 
 
 

_____________ 

 
 
 
 ______________ 

 
DIP. ROLANDO GONZÁLEZ TEJEDA 
VOCAL 
 

 
 
 

______________ 

 
 
 

_____________ 

 
 
 
______________ 

 
Hoja de firmas del Dictamen recaído a la  Minuta con proyecto de Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 4° 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 


